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Daños y Perjuicios 

Panel integrado por su presidenta, la Jueza Ortiz Flores, el 

Juez Rivera Torres, la Jueza Rivera Pérez y el Juez Campos Pérez  
 

Rivera Pérez, Jueza Ponente 
 
 

 SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 9 de agosto de 2024. 

Comparece ante nos Sol a Luna, LLC mediante un recurso de 

Certiorari y nos solicita la revisión de la Orden emitida el 2 de mayo 

de 2024 y notificada el 3 de mayo por el Tribunal de Primera 

Instancia, Sala Superior de San Juan (en adelante, TPI).  Mediante 

el referido dictamen, el TPI declaró Ha Lugar la Solicitud de Orden 

de Consignación de Pagos de Rentas presentada el 2 de mayo 

de 2024 por el Sr. Francisco Ortiz Santini, la Sra. Carmen E. 

Vázquez Colón y el Sr. Carlos Sánchez La Costa.  En consecuencia, 

se le ordenó a Sol 262 Investments, LLC consignar inmediatamente 

en la Secretaría del tribunal “la renta mensual por concepto de 

alquiler del edificio con el número 260 de la Calle Sol, Viejo 

San Juan, objeto de contrato de arrendamiento con la entidad Sol a 

Luna, LLC”, así como “cualquier otro pago o acreencia que exista a 

favor de Sol a Luna, LLC”.  

Por los fundamentos que expondremos, se expide el recurso 

de Certiorari, se revoca la Orden recurrida y se ordena la 
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continuación de los procedimientos ante el foro recurrido conforme 

a lo aquí resuelto. 

I 

 El 15 de abril de 2021, el TPI dictó y notificó una Sentencia 

declarando Ha Lugar la demanda sobre daños y perjuicios 

presentada por el Sr. Francisco Ortiz Santini, la Sra. Carmen E. 

Vázquez Colón y el Sr. Carlos Sánchez La Costa en contra de Sol a 

Luna, LLC h/n/c Hotel la Terraza de San Juan.1  En consecuencia, 

se condenó a Sol a Luna, LLC “al pago de $35,000.00 a favor de Ortiz 

Santini; $35,000.00 a favor de Vázquez Ortiz; y, $35,000.00 a favor 

de Sánchez La Costa, por los daños y perjuicios sufridos como 

consecuencia de las actuaciones de dicho demandado”.  Esta 

sentencia advino final y firme.  

 Luego de varios trámites procesales relacionados a su 

ejecución, el 1 de abril de 2024, se celebró una Vista Evidenciaria, 

en la cual las partes tuvieron la oportunidad de presentar prueba a 

su favor con respecto a las controversias sobre descubrimiento de 

prueba que fueron surgiendo en la etapa post sentencia del caso.2  

De la Minuta que recoge lo acontecido durante la vista, surge, en lo 

pertinente, lo siguiente: 

“[…] El licenciado Machado Avilés expresó que los 
abogados discutieron el balance total de la deuda al 
presente incluyendo los intereses, recibió una oferta 

inicial de un pago mensual el cual notificó que sería un 
pago oneroso el cual no tolera la finanza de la 

corporación, sin embargo, se lo comunicó a su 
representado para fines de una contra oferta, pero el 
mismo no está en posición de contestar en el día de hoy.  

 
La licenciada Vázquez Colón indicó que estará 
solicitando una orden para verificar y obtener copia del 

expediente hipotecario y, además, que las rentas que 
recibe Sol a Luna LLC., de parte de Sol 262 Investment 

LLC., sean consignadas en el Tribunal, argumentó en 
cuanto a ello.  
 

 
1 Véase, Apéndice del Certiorari, págs. 51-64.  
2 Véase, entrada número 262 del expediente digital del Caso 

Núm. SJ2017CV01607 en el Sistema Unificado de Manejo y Administración de 

Casos (SUMAC). 
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A esos efectos, el licenciado Machado Avilés manifestó 
que la parte demandante está al tanto de que la renta 

obra recogida en un contrato de arrendamiento y que 
no se ha estado pagando, argumentó. […]” 

 

 El 2 de mayo de 2024, los demandantes Sr. Francisco Ortiz 

Santini, Sra. Carmen E. Vázquez Colón y Sr. Carlos Sánchez La 

Costa presentaron ante el TPI la Solicitud de Orden de Consignación 

de Pagos de Rentas que nos ocupa.3  En su solicitud, los recurridos 

alegaron y solicitaron lo siguiente: 

“Conforme discutido durante la vista de 1 de abril del 
corriente, y establecido con la Comparecencia para 
justificar ampliación del descubrimiento de prueba y 
emisión de medidas coercitivas adicionales (documento 

#63 y sus anejos), la demandada Sol a Luna LLC recibe 
pagos en concepto de renta por la operación del hotel 
La Terraza de San Juan, de parte de la entidad Sol 262 

Investments LLC. Surge igualmente que ambas 
entidades son controladas por Gustavo Higuerey. 

 
A la luz de las reglas 51.3(a), 51.4 y 51.6 de 
Procedimiento Civil, se solicita una orden contra Sol 

262 Investments LLC para que consigne en autos los 
pagos en concepto de alquiler a favor de Sol a Luna LLC, 
por la operación del referido hotel. 

 
Por ello, muy respetuosamente se solicita del tribunal 

se sirva emitir orden a Sol 262 Investments LLC para 
que consigne inmediatamente los pagos de 
arrendamiento en la secretaría del tribunal.” 

 

El 2 de mayo de 2024, notificada el 3 de mayo, el TPI emitió 

la Orden aquí recurrida, mediante la cual declaró Ha Lugar la 

solicitud de los recurridos.4  En consecuencia, se le ordenó a Sol 262 

Investments, LLC consignar inmediatamente en la Secretaría del 

tribunal “la renta mensual por concepto de alquiler del edificio con 

el número 260 de la Calle Sol, Viejo San Juan, objeto de contrato de 

arrendamiento con la entidad Sol a Luna, LLC”, así como “cualquier 

otro pago o acreencia que exista a favor de Sol a Luna, LLC”.  

El 20 de mayo de 2024, Sol a Luna, LLC presentó una Moción 

de Reconsideración,5 la cual fue declarada No Ha Lugar por el TPI 

 
3 Véase, Apéndice del Certiorari, pág. 65. 
4 Véase, Apéndice del Certiorari, pág. 1. 
5 Véase, Apéndice del Certiorari, págs. 2-21. 



 
 

 
KLCE202400776 

 

4 

mediante la Orden emitida el 11 de junio de 2024 y notificada el 

12 de junio de 2024.  En el referido dictamen, el TPI señaló lo 

siguiente:  

“En cuanto a la falta de oportunidad para oponerse a la 

solicitud, en los procesos de ejecución de una sentencia 
final, firme y ejecutable el deudor no tiene derecho, de 

antemano, de conocer las gestiones de cobro que se 
hacen en su contra.  RAFAEL HERNÁNDEZ.” 
 

 En desacuerdo, Sol a Luna, LLC acudió ante nos mediante el 

presente recurso de Certiorari y nos señala la comisión por el TPI del 

error siguiente: 

ERRÓ EL TRIBUNAL DE PRIMERA INSTANCIA AL 
DETERMINAR QUE LA PARTE DEMANDADA VIENE 

OBLIGADA A CONSIGNAR EL CANON DE RENTA QUE 
RECIBE DEL ALQUILER DE SU INMUEBLE, A PESAR 

DE QUE DICHA RENTA FORMA PARTE DE LA 
GARANTÍA DEL PRÉSTAMO HIPOTECARIO QUE 
MANTIENE LA DEMANDADA CON EL ORIENTAL BANK 

Y QUE LAS MISMAS FUERON YA CEDIDAS 
CONTRACTUALMENTE A FAVOR DEL BANCO, DESDE 

EL AÑO 2012 Y QUE SE CUENTAN CON UN 
GRAVAMEN PREFERENTE POR PARTE DEL 
GOBIERNO FEDERAL. 

 

 El 5 de agosto de 2024, las partes recurridas, el Sr. Francisco 

Ortiz Santini, la Sra. Carmen E. Vázquez Colón y el Sr. Carlos 

Sánchez presentaron Oposición a Expedición de Auto.  

 Así, contando con el beneficio de la comparecencia de las 

partes, procedemos a resolver.  

II 

A. 

El recurso de certiorari es el vehículo procesal para que el 

Tribunal de Apelaciones revise la sentencia final dictada por el 

Tribunal de Primera Instancia al revisar un laudo de arbitraje.  

Regla 32(D) del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA 

Ap. XXII-B, R.32(D); Hosp. del Maestro v. U.N.T.S., 151 DPR 934 

(2000).  Este recurso discrecional “permite a un tribunal de mayor 

jerarquía revisar las determinaciones de un foro inferior”.  IG 

Builders et al. v. BBVAPR, 185 DPR 307, 337-338 (2012).  Véase, 
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además, 800 Ponce de León v. AIG, 205 DPR 163, 174 (2020); Pueblo 

v. Díaz de León, 176 DPR 913, 917 (2009); García v. Padró, 165 DPR 

324, 334 (2005).  

En el ámbito judicial, el concepto discreción “no significa 

poder para actuar en una forma u otra, haciendo abstracción del 

resto del Derecho”.  IG Builders et al. v. BBVAPR, supra, pág. 338.  

La discreción, “es una forma de razonabilidad aplicada al 

discernimiento judicial para llegar a una conclusión justiciera”.  

Torres González v. Zaragoza Meléndez, 211 DPR 821 (2023); 800 

Ponce de León v. AIG, supra, a la pág. 174. 

 En el caso particular del Tribunal de Apelaciones, la 

Regla 52.1 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 52.1, limita 

los asuntos interlocutorios que podemos revisar mediante un 

recurso de certiorari, bajo el entendimiento de que estos pueden 

esperar hasta la conclusión del caso para ser revisados en 

apelación.  IG Builders et al. v. BBVAPR, supra, pág. 337.  Al 

respecto, la Regla 52.1 de Procedimiento Civil, supra, dispone 

específicamente que el recurso de certiorari para revisar 

resoluciones u órdenes interlocutorias dictadas por el Tribunal de 

Primera Instancia, solamente será expedido por el Tribunal de 

Apelaciones cuando se recurra de una resolución u orden bajo las 

Reglas 56 y 57 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 56 y 57, o 

de la denegatoria de una moción de carácter dispositivo.  No 

obstante, y por excepción a lo dispuesto anteriormente, el Tribunal 

de Apelaciones podrá revisar órdenes o resoluciones interlocutorias 

dictadas por el Tribunal de Primera Instancia cuando se recurra de 

decisiones sobre la admisibilidad de testigos de hechos o peritos 

esenciales, asuntos relativos a privilegios evidenciarios, anotaciones 

de rebeldía, en casos de relaciones de familia, en casos que revistan 

interés público o en cualquier otra situación en la cual esperar a la 

apelación constituiría un fracaso irremediable de la justicia.  Íd.  Al 
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denegar la expedición de un recurso de certiorari en estos casos, el 

Tribunal de Apelaciones no tiene que fundamentar su decisión.  Íd.  

 A su vez, la Regla 40 del Reglamento del Tribunal de 

Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 40, establece los criterios que el 

Tribunal de Apelaciones deberá tomar en consideración al 

determinar si procede la expedición de un recurso de certiorari o de 

una orden de mostrar causa.  Estos son:  

(A) Si el remedio y la disposición de la decisión 
recurrida, a diferencia de sus fundamentos, son 
contrarios a derecho.  

 
(B) Si la situación de hechos planteada es la más 

indicada para el análisis del problema.  
 
(C) Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 

manifiesto en la apreciación de la prueba por el 
Tribunal de Primera Instancia.  
 

(D) Si el asunto planteado exige consideración más 
detenida a la luz de los autos originales, los cuales 

deberán ser elevados, o de alegatos más elaborados. 
 
(E) Si la etapa del procedimiento en que se presenta el 

caso es la más propicia para su consideración.  
 

(F) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 
causa no causan un fraccionamiento indebido del pleito 
y una dilación indeseable en la solución final del litigio.  

 
(G) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 
causa evita un fracaso de la justicia.” Regla 40 del 

Reglamento del Tribunal de Apelaciones, supra. 
 

B. 

El debido proceso de ley exige que se acumulen todas las 

partes con interés común en un pleito.  Pérez Ríos et al. v. CPE, 

2023 TSPR 136, 213 DPR ___ (2023).  Esto responde a dos principios 

básicos: (1) la protección constitucional que impide que una persona 

sea privada de la libertad y propiedad sin un debido proceso de ley, 

y (2) la necesidad de que el dictamen judicial que en su día se emita 

sea uno completo.  Íd. 

Por su parte, la Regla 16.1 de Procedimiento Civil, 32 LPRA 

Ap. V, R. 16.1, define una parte indispensable como las “personas 

que tengan un interés común sin cuya presencia no pueda 
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adjudicarse la controversia […]”.  Véanse, además, Watchtower Bible 

et al. v. Mun. Dorado I, 192 DPR 73, 118 (2014); Bonilla Ramos v. 

Dávila Medina, 185 DPR 667, 678 (2012); Pérez Rosa v. Morales 

Rosado, 172 DPR 216, 223 (2007).  Asimismo, la Regla 16.1, supra, 

lo que pretende es “proteger a las personas ausentes de los posibles 

efectos perjudiciales que pueda ocasionarles la resolución del caso 

y evitar la multiplicidad de pleitos”.  Pérez Ríos et al. v. CPE, supra, 

pág. 9. 

El interés de la parte debe ser real e inmediato, para que se 

considere que dicha parte es indispensable; no puede tratarse de 

“meras especulaciones o de un interés futuro”.  Deliz et als. V. Igartúa 

et als., 158 DPR 403, 435 (2003) (énfasis en el original).  El alcance 

de la figura de parte indispensable es restringido, de forma que 

solamente puede invocarse cuando la “adjudicación sin la persona 

ausente tendría un efecto perjudicial sobre el interés real e 

inmediato” de esta.  García Colón et al. v. Sucn. González, 178 DPR 

527, 549 (2010), citando a Mun. de Ponce v. A.C. et al., 153 DPR 1, 

16 (2000). 

Para determinar si una parte es realmente indispensable, 

debemos adoptar un enfoque pragmático, pues el asunto dependerá 

de los “hechos particulares y específicos” del caso.  Deliz et als. v 

Igartúa et als., supra, pág. 434, citando Granados Navedo v. 

Rodríguez Estrada II, 124 DPR 593, 605 (1989).  Debemos realizar 

“una evaluación individual de acuerdo con las circunstancias 

particulares presentes en cada caso” y no utilizar una “fórmula con 

pretensiones omnímodas”.  García Colón et al. v. Sucn. González, 

supra, pág. 550.  

En ese contexto, al determinar si estamos ante una parte 

indispensable, debemos evaluar los siguientes factores: (1) el interés 

común de todas las partes sobre el asunto medular del pleito; (2) la 

inmediatez de ese interés ante el litigio en proceso; y (3) la necesidad 
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de que la presencia de la parte acumulada garantice un remedio 

completo a las partes que ya están en el caso.  Íd.; Romero v S.L.G. 

Reyes, 164 DPR 721, 733 (2005). 

III 

En su recurso de Certiorari, la parte peticionaria nos solicita 

la revisión de la Orden, mediante la cual el TPI le ordenó a Sol 262 

Investments, LLC consignar inmediatamente en la Secretaría del 

tribunal “la renta mensual por concepto de alquiler del edificio con 

el número 260 de la Calle Sol, Viejo San Juan, objeto de contrato de 

arrendamiento con la entidad Sol a Luna, LLC”, así como “cualquier 

otro pago o acreencia que exista a favor de Sol a Luna, LLC”.  

La parte peticionaria señala que el foro recurrido erró “al 

determinar que la parte demandada viene obligada a consignar el 

canon de renta que recibe del alquiler de su inmueble, a pesar de 

que dicha renta forma parte de la garantía del préstamo hipotecario 

que mantiene la demandada con el Oriental Bank y que las mismas 

fueron ya cedidas contractualmente a favor del banco, desde el año 

2012 y que se cuentan con un gravamen preferente por parte del 

gobierno federal”.  Al respecto, la parte peticionaria alega lo 

siguiente: 

“Desde el año 2012, Sol A Luna, LLC ha sido parte de 
un contrato de financiamiento comercial hipotecario, 
primero con el Banco Bilbao Vizcaya Argentaria 

(“BBVA”) у posteriormente, con su sucesor en derecho 
por adquisición, Oriental Bank, (“Oriental”).  Como 

parte del contrato de financiamiento comercial 
hipotecario, ya las rentas de Sol A Luna, LLC fueron 
cedidas a favor del Banco, desde el año 2012 como parte 

de su hipoteca, para adquirir la propiedad de Sol A Luna 
en la Calle Sol desde antes de la existencia del caso de 

marras o del propio Hotel La Terraza de San Juan. 
 
La Orden del TPI, de mantenerse, representaría un 

menoscabo a las obligaciones contractuales previas de 
la Parte Demandada y una violación al debido proceso 
de ley de los terceros que no son parte en el presente 

litigio, a saber, la SBA y Oriental Bank, quienes 
quedarían despojados de un derecho patrimonial 

contractual previo y una garantía perfeccionada, sin 
haber tenido siquiera oportunidad de ser oídos. 
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La Orden del TPI tendría el efecto jurídico práctico de 
cancelar dos gravámenes preferentes, previos y 

perfeccionados a favor de terceros; subvertiría el orden 
de prelación de las deudas de Sol [a] Luna y compelería 

judicialmente a Sol [a] Luna a violar contratos válidos, 
legales y vigentes en Ley.  Ello constituiría un acto ultra 
vires y antijurídico de parte del TPI. 

 
Todo lo anterior hubiese podido y debió haber podido 

ser explicado mediante la correspondiente Oposición a 
Solicitud de Consignación, pero la Orden fue emitida en 
menos de 24 horas de que fuera solicitada, por lo que 

Sol A Luna (ni nadie que no fueran los demandantes) 
tuvo ocasión de expresarse.”6 

 

Examinado el recurso de certiorari y su oposición a la luz del 

derecho expuesto, determinamos que tiene méritos el error señalado 

por la parte peticionaria, por lo que procedemos a expedir el auto y 

a dejar sin efecto la orden recurrida.  

Ante las circunstancias particulares del presente caso y la 

naturaleza de los derechos involucrados, determinamos que la 

acumulación de Oriental Bank era indispensable para la 

adjudicación de la solicitud de consignación.  Surge de los 

documentos que acompañan la moción de reconsideración 

presentada por la parte peticionaria ante el TPI, que Oriental Bank 

y Sol a Luna, LCC suscribieron un contrato de cesión de los cánones 

de arrendamiento objeto de la solicitud de consignación en cuestión 

en garantía de un préstamo.  Entendemos que la solicitud de 

consignación no podía adjudicarse sin antes concederle la 

oportunidad a Oriental Bank de exponer su posición al respecto.  

Dicha institución financiera, así como cualquier otra parte que a 

juicio del foro a quo también tenga un interés común sin cuya 

presencia no pueda adjudicarse la controversia, deberá ser incluida 

como parte indispensable en el caso. 

IV 

Por los fundamentos expuestos, se expide el recurso de 

Certiorari, se revoca la Orden recurrida y se ordena la continuación 

 
6 Véase, Certiorari, pág. 5. 
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de los procedimientos ante el foro recurrido conforme a lo aquí 

resuelto.  

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal. 

 

  

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


